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HONORABLE CAMARA:





					Vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes Telecomunicaciones pasa a informaros, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, acerca del proyecto de ley que modifica el decreto supremo Nº 294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840, Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, del decreto con fuerza de ley Nº 206, de 1960, ley de Caminos, y del decreto ley Nº 1.305, de 1975, que reestructuró y regionalizó el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo.  Fue iniciado en un mensaje de S.E. el Presidente de la Repùblica y su urgencia ha sido calificada de “simple” en todos sus trámites.





					Durante el estudio de este proyecto, la Comisión contó con la asistencia y la colaboración del Ministro de Obras Públicas, señor Ricardo Lagos Escobar; del Director de la Dirección General de Obras Públicas, señor Juan Lobos; del abogado asesor del Ministerio, señor Alexandro Acevedo Johns; del Ministro de la Vivienda y Urbanismo, señor Edmundo Hermosilla Hermosilla; de la asesora jurídica del Ministerio, señorita Jeanette Tapia Fuentes; del Jefe del Departamento de Vialidad Urbana, señor Marcelo Longas Uranga, y del Superintendente de Obras Sanitarias, señor Eugenio Celedón Silva.


I. ANTECEDENTES GENERALES.





					Para el estudio del proyecto de ley, se tomaron en cuenta los antecedentes que se pasan a señalar.





					1. El mensaje del Ejecutivo, que modifica el decreto supremo Nº 294, de 1984, del Ministerio de Obras Públcias, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840, Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, del decreto con fuerza de ley Nº 206, de 1960, y del decreto ley Nº 1.305, de 1975, que reestructuró y regionalizó el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo.





					2. El decreto ley Nº 2.050, de 1977, que creó el Servicio Nacional de Obras Sanitarias y reorganizó el sector sanitario.





					El artículo 2º dispone: “Se fusionarán en el Servicio Nacional de Obras Sanitarias, la Dirección de Obras Sanitarias del Ministerio de Obras Públicas, la Oficina de Saneamiento Rural del Servicio Nacional de Salud y la Oficina de Ingeniería Sanitaria del Departamento de la Vivienda de la Corporación de la Reforma Agraria.





					Para todos los efectos legales se entenderá que el Servicio Nacional de Obras Sanitarias es el sucesor de los Servicios y Oficinas mencionados en el inciso precedente, como igualmente de los Servicios Regionales de Vivienda y Urbanismo en cuanto son continuadores de la División de Servicios Sanitarios de la Corporación de Obras Urbanas”.





					El artículo 3º señala: Le corresponderá al Servicio Nacional de Obras Sanitarias la planificación, control, estudio, proyección, construcción, reparación, conservación, explotación, mejoramiento, financiamiento y administración de las obras y servicios de agua potable y alcantarillado, y el control, tratamiento y eliminación de residuos líquidos industriales tanto en zonas urbanas como rurales; todo ello sin perjuicio de las facultades que conforme al Código Sanitario, competen  a la autoridad sanitaria.  Le corresponderá, asimismo, proponer al Ministerio de Obras Públicas las tarifas que deben pagar los usuarios.


					Le corresponderá también a este Servicio ejercer las funciones y atribuciones que correspondían a la División de Servicios Sanitarios de la ex Corporación de Obras Urbanas y de los demás servicios que se fusionan por este decreto ley.”





					El artículo 5º indica: “El Servicio estará formado por una Dirección Nacional y por Direcciones Regionales en cada una de las Regiones señaladas en el decreto ley Nº 575, de 1974, con excepción de la Región Metropolitana y de la V Región.





					Las Direcciones Regionales serán unidades de trabajo desconcentradas territorialmente y podrán usar la sigla “SENDOS”, mencionando la Región a que corresponden.”





					El artículo 6º establece: “A la Dirección Nacional le corresponderá la planificación, coordinación, normatividad, supervigilancia y control de las operaciones de las Direcciones Regionales y de las Empresas de Agua Potable y Alcantarillado públicas y privadas.  Tendrá igualmente estas mismas facultades respecto de la administración financiera de las Direcciones Regionales.”





					El artículo 7º estatuye: “Las Direcciones Regionales dependerán de la Dirección Nacional del Servicio y propondrán y ejecutarán a nivel regional, las políticas, planes y programas propios del funcionamiento del servicio.





					A las Direcciones Regionales les corresponderá dentro de la respectiva región ejercer las funciones del servicio, con excepción de la planificación de las obras, la que ejercerá exclusivamente la Dirección Nacional.





					Corresponderá, además, a las Direcciones Regionales la operación y mantenimiento de las obras y servicios de agua potable y alcantarillado dentro de la respectiva región.”





					El artículo 8º prescribe: “La Empresa de Agua Potable de Santiago y la Empresa Municipal de Desagües de Valparaíso y Viña del Mar se denominarán Empresa Metropolitana de Obras Sanitarias y Empresa de Obras Sanitarias de la V Región, respectivamente, y se relacionarán con el Estado por intermedio del Ministerio de Obras Públicas a través de la Dirección Nacional de Obras Sanitarias.





					Ambas empresas conservarán todas sus actuales atribuciones, autonomía y bienes y tendrán, además, dentro de su territorio jurisdiccional, todas las atribuciones que corresponden a las Direcciones Regionales.





					Facúltase al Presidente de la República para adecuar los Estatutos de las Empresas a la presente disposición legal.





					Los bienes que conservarán ambas Empresas en su patrimonio incluyen todos los bienes raíces y muebles, instalaciones, redes y demás elementos que éstas tengan actualmente en dominio, uso o explotación.





					La actual Caja de Previsión de Empleados y Obreros de la Empresa de Agua Potable de Santiago se denominará en lo sucesivo Caja de Previsión de Empleados y Obreros de la Empresa Metropolitana de Obras Sanitarias.”





					3. La ley Nº 18.777, que autorizó al Estado para desarrollar actividades empresariales en materia de agua potable y de alcantarillado y dispuso la constitución de sociedades anónimas para tal efecto.





					El artículo 1º preceptúa: “Autorízase al Estado para desarrollar actividades empresariales en materia de agua potable y alcantarillado, en la Región Metropolitana de Santiago y en la V Región de Valparaíso.”





					El artículo 2º dispone: “De acuerdo con la autorización establecida en el artículo anterior, el Fisco y la Corporación de Fomento de la Producción en conformidad con su ley orgánica, constituirán dos sociedades anónimas, que se regirán por las normas de las sociedades anónimas abiertas y que se denominarán “Empresa Metropolitana de Obras Sanitarias S.A.” y “Empresa Metropolitana de Obras Sanitarias de Valparaíso S.A.”, las cuales podrán usar las siglas “EMOS S.A.” y “ESVAL S.A.”, respectivamente, quedando sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.





					El objeto de estas sociedades será producir y distribuir agua potable, recolectar, tratar y evacuar las aguas servidas y realizar las demás prestaciones relacionadas con dichas actividades, en la forma y condiciones que establezcan esta ley y las demás normas que les sean aplicables.”





					El artículo 3º indica: “La Empresa Metropolitana de Obras Sanitarias S.A. será la continuadora legal de la Empresa Metropolitana de Obras Sanitarias y la Empresa de Obras Sanitarias de Valparaíso S.A. será la sucesora legal de la Empresa de Obras Sanitarias de la V Región, a contar de la fecha en que inicien su existencia legal.”





					4. La ley Nº 18.885, que autorizó al Estado para desarrollar actividades empresariales en materia de agua potable y de alcantarillado, y dispuso la constitución de sociedades anónimas para tal efecto.





					El artículo 1º establece: “Autorízase al Estado para desarrollar actividades empresariales en materia de agua potable y alcantarillado, en los términos que se señalan en la presente ley.





					El artículo 2º señala: “De acuerdo a la autorización establecida en el artículo anterior, el Fisco de Chile, representado por el Tesorero General de la República y la Corporación de Fomento de la Producción, en conformidad con su ley orgánica, constituirán once sociedades anónimas en las regiones I, II, III, IV, VI, VII, VIII, IX, X, XI y XII que se regirán por las normas de las sociedades anónimas abiertas, quedarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros y tendrán las siguientes denominaciones , respectivamente.





					a) Empresa de Servicios Sanitarios de Tarapacá S.A.


					b) Empresa de Servicios Sanitarios de Antofagasta S.A.


					c) Empresa de Servicios Sanitarios de Atacama S.A.


					d) Empresa de Servicios Sanitarios de Coquimbo S.A.





					e) Empresa de Servicios Sanitarios del Libertador S.A.





					f) Empresa de Servicios Sanitarios del Maule S.A.





					g) Empresa de Servicios Sanitarios del Bío-Bío S.A.





					h) Empresa de Servicios Sanitarios de la Araucanía S.A.





					i) Empresa de Servicios Sanitarios de Los Lagos S.A.





					j) Empresa de Servicios Sanitarios de Aysén S.A.





					k) Empresa de Servicios Sanitarios de Magallanes S.A.





					El objeto de estas sociedades será producir y distribuir agua potable, recolectar, tratar y disponer aguas servidas, y realizar las demás prestaciones relacionadas con dichas actividades en la forma y condiciones establecidas en los decretos con fuerza de ley Nºs. 382 y 70, ambos del año 1988, del Ministerio de Obras Públicas.





					El artículo 3º estatuye: “Las empresas mencionadas en el artículo anterior serán las sucesoras legales del Servicio Nacional de Obras Sanitarias, a contar de la fecha en que inicien su respectiva existencia legal, en cuanto a las funciones, derechos, obligaciones y capital correspondientes a la producción y distribución de agua potable y recolección, tratamiento y disposición de aguas servidas, y demás prestaciones relacionadas con las antedichas actividades en la respectiva región.”





					5. El decreto supremo Nº 458, de 1976, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, que aprobó la nueva ley General de Urbanismo y Construcciones.





					El artículo 134 prescribe: “Para urbanizar un terreno, el propietario del mismo deberá ejecutar, a su costa, el pavimento de las calles y pasajes, las plantaciones y obras de ornato, las instalaciones sanitarias y energéticas, con sus obras de alimentación y desagües, y las obras de defensa y de servicio de terreno.





					Sin embargo, cuando las obras de alimentación y desagüe que deban ejecutarse beneficien también a otros propietarios, el Servicio respectivo determinará el pago proporcional que corresponda al propietario en estas obras, en la forma que determine la Ordenanza General.





					Las plantaciones y obras de ornato deberán ser aprobadas y recibidas por la Dirección de Obras Municipales respectiva.





					6. La ley Nº 8.946, que fijó el texto definitivo de las leyes de pavimentación comunal.





					El artículo 18 indica: “Para los efectos del cobro a los propietarios del pago de las obras de pavimentación se deberá considerar incluido el valor correspondiente a las obras complementarias como desagües de aguas lluvias, pasos de agua u otros que fuere necesario ejecutar en cada cuadra.”





					7. El decreto supremo Nº 294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840, Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, y del decreto con fuerza de ley Nº 206, ley de Caminos.





					El artículo 12 establece: “La Dirección General de Obras Públicas estará formada por los siguientes servicios:





					Dirección de Planeamiento;





					Dirección de Arquitectura;





					Dirección de Riego;





					Dirección de Vialidad;





					Dirección de Obras Portuarias;





					Dirección de Aeropuertos, y





					Dirección de Contabilidad y Finanzas.





					Asimismo, formará parte de la Dirección General la Dirección de Delegaciones Zonales y Asesoría, con las facultades, atribuciones, derechos y obligaciones que le corresponden en conformidad al decreto del Ministerio de Obras Públicas Nº 110, de 1965, modificado por el decreto del Ministerio de Obras Públicas Nº 336, de 1968.”





					El artículo 13 dispone: “Al Director General de Obras Públcias corresponderá:





					a) Dirigir, coordinar y fiscalizar la labor de la Dirección General de Obras Públicas, de sus Servicios dependientes y de aquellos que les encomienda la ley.  Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9º, podrá el Director General, en ejercicio de su facultad fiscalizadora, ordenar la instrucción de investigaciones sumarias o sumarios administrativos, por irregularidades cometidas en cualquiera de los servicios mencionados en el artículo 12 y designar con tal objeto el Fiscal Instructor, el cual podrá pertenecer a la Dirección General o cualquiera de dichos Servicios.”





					b) Autorizado por decreto supremo, girar de la Tesorería General de la República, los fondos presupuestarios destinados a la Dirección General consultados en el Presupuesto o en leyes especiales y abrir con ellos, previa autorización de la Contraloría General de la República, las cuentas bancarias a que se refiere el artículo 77 contra las cuales podrá girar para los fines establecidos en esta ley.





					El Director General, con aprobación de la Contraloría General de la República, podrá autorizar la apertura de otras cuentas bancarias en las sucursales de los bancos señalados en el inciso anterior, conforme a lo dispuesto en el artículo 77;





					c) Proponer las normas de contabilidad y rendición de cuentas, las que deberán ser aprobadas por el Presidente de la República, previo informe favorable de la Contraloría General de la República;





					d) Contratar estudios, proyectos y ejecución de obras en la forma que determine esta ley, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 16 del D.L. Nº 1.608, de 1976;





					e) Proponer al Ministerio las expropiaciones necesarias para la ejecución de las obras;





					f) Con acuerdo del Ministro de Obras Públicas, destinar, comisionar y encomendar cometidos al personal de la Dirección General de Obras Públicas y Servicios dependientes, cuando éstos deban llevarse a cabo en distintos Servicios de aquél en que se encuentra nombrado el funcionario;





					g) Someter a la aprobación del Presidente de la República, con la anuencia del Ministro de Obras Públicas e informe del Ministerio de Hacienda, la ejecuciòn, reparación o conservación de obras públicas fiscales por el sistema regulado en el artículo 87;





					h) Fijar las normas sobre la información estadística que corresponde llevar a la Dirección de Planeamiento de acuerdo con la letra f) del artículo 14 e informar mensualmente al Ministro de Obras Públicas y a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda las necesidades mensuales de fondos para la atención de la Dirección General de Obras Públicas;





					i) Representar, para todos los efectos, tanto legal como extrajudicialmente a la Dirección General de Obras Públicas;





					j) Ordenar a cualquiera de las Direcciones la ejecución de obras que no sean de su respectiva especialidad, cuando razones de interés público calificadas por el Ministro de Obras Públicas, así lo aconsejen;





					k) Informar al Ministro de Obras Públicas sobre la marcha de los Servicios y sobre las materias que le soliciten;





					l) El estudio, proyección, construcción y conservación de las obras de defensa de terrenos y poblaciones contra crecidas de corrientes de agua y regularización de las riberas y cauce de los ríos, lagunas y esteros, de acuerdo al procedimiento señalado en los artículos 91 al 101 inclusive de la presente ley y la supervigilancia, reglamentación y determinación de zonas prohibidas para la extracción de materiales áridos, cuyo permiso corresponde a las municipalidades previo informe favorable de la Dirección General de Obras Públicas.





					Le corresponderá además autorizar y vigilar las obras a que se refiere el inciso anterior cuando se efectúen por cuenta exclusiva de otras entidades o de particulares, con el objeto de impedir perjuicios a terceros.





					Asimismo, le compete indicar los deslindes de los cauces naturales con los particulares ribereños para los efectos de la dictación por el Ministerio de Bienes Nacionales del decreto supremo correspondiente;





					m) Corresponderán igualmente al Director General de Obras Públicas en lo que respecta a la Dirección General a su cargo, todas las atribuciones que la presente ley confiere a los Directores, y





					n) Ejercer las demás atribuciones que le encomiende esta ley.”





					8. El decreto ley Nº 1.305, de 1976, que reestructuró y regionalizó el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo.





					El artículo 12 señala: “Le corresponderá a la División de Desarrollo Urbano:





					a) Proponer la política nacional de desarrollo urbano y la política nacional de equipamiento comunitario, de infraestructura sanitaria, pavimentación y vialidad urbana en coordinación con los sectores socioeconómicos;





					b) Elaborar los planes nacionales de desarrollo urbano de acuerdo a las instrucciones formuladas por el Ministro directamente o a través del Comité de Planificación y Coordinación;





					c) Coordinar a nivel nacional y regional, los planes de desarrollo urbano, como asimismo, los de equipamiento comunitario, infraestructura sanitaria, pavimentación y vialidad urbana;





					d) Informar al Ministro de Vivienda y Urbanismo lo relativo al cumplimiento de planes reguladores comunales, intercomunales y metropolitano remitidos por las Secretarías Ministeriales, respecto de uso del suelo, límites urbanos, vialidad urbana, etc.”;





					e) Efectuar los estudios técnicos necesarios para elaborar la legislación relativa al proceso de subdivisión de la tierra urbana, su urbanización y utilización;


					f) Coordinar y supervigilar, a nivel nacional, los planes y normas de servicios urbanos de electricidad, gas y telecomunicaciones en lo que se relacionen con el uso del suelo para el desarrollo urbano;





					g) Realizar el estudio y proponer la dictación de las normas técnicas nacionales de infraestructura y proponer las normas sobre instalaciones domiciliarias de agua potable, alcantarillado, electricidad, gas, teléfonos, pavimentación de vías urbanas y evacuación de aguas lluvias y las normas de administración, explotación, conservación y mejoramiento de los servicios de agua potable y alcantarillado fiscales, municipales o particulares, y, asimismo, realizar los estudios y proponer la dictación de las normas técnicas, diseño, cálculo, construcción, estándares u otros aspectos sobre equipamiento comunitario;





					h) Supervigilar el cumplimiento por parte de las Direcciones de Obras Municipales de la ley General de Construcciones y Urbanización y de toda otra norma legal o complementaria referida a la misma materia;





					i) Revisar y proponer al Ministro para su aprobación por decreto supremo, los siguientes instrumentos de planificación urbana:





					- Planos reguladores urbanos comunales, sus ordenanzas locales, planos seccionales y sus modificaciones;





					- Planos reguladores intercomunales y sus modificaciones;





					- Límites urbanos y sus modificaciones;





					j) Resolver en segunda instancia las reclamaciones interpuestas en contra de las resoluciones adoptadas por los Directores de Obras Municipales en asuntos relativos a la construcción y urbanización, siempre que la apelación sea fundada;





					k) Autorizar a los Directores de Obras Municipales para postergar la concesión de permisos de construcción cuando está en estudio la modificación del Plan Regulador o su Ordenanza Local;





					l) Cautelar la generación de nuevas áreas urbanas en sectores rurales, interviniendo en las operaciones que a continuación se indican, a través de autorizaciones previas:





					- Subdivisiones rurales con fines ajenos a la agricultura;





					- Subdivisiones rurales de terrenos fiscales con fines ajenos a la agricultura;





					- Apertura de nuevos caminos o calles que desemboquen en caminos nacionales o regionales de las áreas intercomunales;





					- Construcción en áreas rurales de nuevas poblaciones, industrias o equipamiento;





					m) Emitir los informes favorables a las expropiaciones que se propongan conforme al inciso 2º del artículo 51 de la ley Nº 16.391.





					Las facultades de las letras h), i), j), k), l) y m), precedentes, deberán entenderse en concordancia  con lo que se dispone en el artículo 24 de este cuerpo legal.”








II. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.





					De acuerdo con lo expuesto en el Mensaje, el proyecto tiene por finalidad modificar las leyes Orgánicas del Ministerio de Obras Públicas y de la Vivienda y Urbanismo, en relación con materias sobre las cuales no existe una adecuada normativa, como es la evacuación de las aguas lluvias.





					La iniciativa del Ejecutivo consta de cuatro artículos, relacionados con aspectos sanitarios e hidráulicos y cuyo fundamento principal se explica a continuación.





					Con la dictación de la ley Nº 18.885, se modificó el sector sanitario, situación que significó la supresión del Servicio Nacional de Obras Sanitarias, en cuyo reemplazo se establecieron las empresas de servicios sanitarios.  A raíz de esa enmienda, la evacuación y el drenaje de las aguas lluvias necesarios para precaver inundaciones, quedaron desprovistos de atención institucional.  En efecto, la ley Nº 18.885 no incluyó, dentro del objeto de las sociedades anónimas sucesoras del Servicio Nacional de Obras Sanitarias, al alcantarillado para aguas lluvias, refiriéndose en forma expresa tan sólo al de las aguas servidas.





					En virtud de lo anterior, este proyecto tiene por finalidad restablecer el criterio de que el Estado debe velar para que, en las ciudades y en los centros poblados, existan colectores de aguas lluvias, que permitan su fácil escurrimiento e impidan el daño que puedan causar a las personas, a las viviendas y, en general, a la infraestructura urbana.  En síntesis, el Ministerio de Obras Públicas tendrá a su cargo la planificación, estudio, proyección, construcción, reparación, mantención y mejoramiento de la red madre de colectores y drenaje de aguas lluvias, así como el de la Vivienda y Urbanismo tendrá bajo su responsabilidad la red secundaria.





					Para estos efectos, el Ministerio de Obras Públicas desarrollará planes maestros destinados a definir lo que constituye una red madre de colectores y drenaje.  Tales planes serán aprobados mediante decreto supremo, suscrito también por el Ministro de la Vivienda y Urbanismo.  Las restantes redes que no se contemplen en ese decreto supremo, constituirán, por exclusión, las redes secundarias de colectores y drenaje de aguas lluvias.





					En lo que respecta a la inversión fiscal en proyectos y obras para enfrentar el problema de la evacuación de las aguas lluvias, la normativa anterior a la ley Nº 18.885 otorgaba atribuciones en esta materia al Ministerio de Obras Públicas, a través del ex Departamento de Hidráulica de la Dirección General de Obras Públicas y sus sucesores legales (la ex Dirección de Obras Sanitarias).  No obstante, esta situación no ha podido ser continuada a causa de la acelerada expansión de las áreas construidas con deficientes sistemas de evacuación de aguas lluvias, lo cual queda en evidencia en la época de normal pluviosidad.








					Para enfrentar esta dificultad, se propone incorporar en el artículo 13 del decreto supremo Nº 294, una norma que incluye la planificación, estudio y construcción de las obras de colectores y drenaje de aguas lluvias, así como la supervisión y la reglamentación de esta materia.  En esta forma se unificarán en un ente público la planificación, el desarrollo y la ejecución de tales obras.





					Cabe señalar que a la Dirección General de Obras Públicas, dependiente del Ministerio de Obras Públicas, le corresponde, entre otras materias, la defensa y la regularización de las riberas de los cauces naturales, para evitar daños a terceros.  Por esta razón, la recuperación de la competencia mencionada permitirá elaborar un plan integral para enfrentar en el futuro los problemas derivados de las inundaciones, que causan problemas sociales, consistentes en daños y perjuicios a la población y en deterioro de los bienes públicos y privados.








					En el mismo orden de ideas, se propone cambiar la denominación de la actual Dirección de Riego, dependiente de la Dirección General de Obras Públicas, por la de Dirección de Obras Hidráulicas, toda vez que dicho servicio tiene funciones relacionadas con el recurso hídrico, referido a una amplia variedad de obras hidráulicas.








					Por último, se sustituye la letra g) del artículo 12 del decreto ley Nº 1.305, de 1975, con objeto de redefinir la competencia de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, para realizar el estudio y proponer la dictación de las normas técnicas nacionales de infraestructura y de instalaciones domiciliarias de agua potable, alcantarillado, electricidad, gas, teléfonos, pavimentación de vías urbanas y evacuación de aguas lluvias a través de redes secundarias de colectores y drenaje que empalmen con la red madre. De igual modo, se le otorga competencia para sugerir las normas de administración, explotación, conservación y mejoramiento de los servicios de agua potable y de alcantarillado fiscales, municipales o particulares, así como realizar los estudios y proponer la dictación de las normas técnicas, de diseño, cálculo, construcción, estándares u otros aspectos sobre equipamiento comunitario.








III.  MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.








					Para los efectos previstos en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República y en los incisos primeros de los artículos 24 y 32 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, corresponde consignar, como lo exige el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, una minuta de las ideas matrices o fundamentales del proyecto, entendiéndose por tales las contenidas en el mensaje.





					De acuerdo con esto último, la idea matriz o fundamental del proyecto es llenar un vacío legal, relativo al tratamiento de las aguas lluvias.  Con tal motivo, se proponen las modificaciones legales necesarias para dar competencia a los Ministerios de Obras Públicas y de la Vivienda y Urbanismo a fin de disponer las obras destinadas a la evacuación y drenaje de las aguas lluvias, con la finalidad de evitar así los graves daños que las inundaciones derivadas de ellas producen en las ciudades.








IV. ARTICULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARACTER ORGANICO-CONSTITUCIONAL O DE QUORUM CALIFICADO.





					La Comisión estimó que el proyecto no contiene normas ni de una ni de otra índole.








V. 	ARTICULOS DEL PROYECTO QUE DEBAN SER 	CONOCIDOS POR LA COMISION DE HACIENDA.





					La Comisión consideró que el proyecto no contiene normas que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda, según lo ordenado por el artículo 221 del Reglamento.








VI. 	INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISION.





					1. Del Diputado señor García, don René, para sustituir en el inciso primero del artículo 1º la preposición “y” por una coma (,) e intercalar, entre las palabras “ciudades” y “centros poblados”, la frase “zonas rurales”.





					- Puesta en votación, la indicación fue rechazada por tres votos a favor y cuatro en contra.





					2. Del Diputado señor Taladriz, don Juan Enrique, para agregar, en el inciso primero del artículo 1º, entre las palabras “Estado” y “velará”, la siguiente locución “a través de los Gobiernos Regionales y de las Municipales”.





					- Puesta en votación, la indicación fue rechazada por tres votos a favor y cuatro en contra.





					3. Del Diputado señor Longueira, don Pablo, para sustituir, en el inciso primero del artículo 1º, la frase “El ·Estado velará por que en las ciudades y centros poblados existan colectores de aguas lluvias que permitan” por la siguiente “Será de responsabilidad del Estado la existencia de colectores de aguas lluvias en las ciudades y centros poblados que permitan”.





					- Puesta en votación, la indicación fue rechazada por tres votos a favor y cuatro en contra.








VII. 	DISCUSION Y VOTACION EN GENERAL DEL PROYECTO.








					En esta etapa de la tramitación legislativa, concurrió a la Comisión el Ministro de Obras Públicas, señor Ricardo Lagos, quien expuso el parecer del Ejecutivo sobre este particular.





					Expresó que el proyecto tiene por objeto llenar un vacío en la legislación chilena.





					Indicó que, cuando se realizó la modificación legal del sector sanitario, se suprimió el Servicio Nacional de Obras Sanitarias, reemplazándolo por empresas de servicios sanitarios.  Se estableció, además, que era función de las mismas todo lo relacionado con agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas servidas.  Sin embargo, el tema relativo a las aguas lluvias no fue incorporado en esa normativa.  No existe referencia a tal materia.





					Destacó que, en la actualidad, las empresas de obras sanitarias, todas dependientes de la Corporación de Fomento de la Producción, no tienen, dentro de sus obligaciones, la de resolver lo relativo al tema de las aguas lluvias.  Conjuntamente con ello, la normativa en virtud de la cual el Ministerio de Obras Públicas tenía injerencia en este asunto, a través de las antiguas empresas sanitarias, tampoco existe, toda vez que la materia era regulada por la vía de las empresas de obras sanitarias, que en esa fecha pertenecían al Ministerio.  Por tanto, en la actualidad, el tema de las aguas lluvias es “tierra de nadie”.





					Señaló que, simultáneamente, el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, en virtud de una legislación dispersa, podría, eventualmente, tener atribuciones sobre la materia, particularmente mediante las distintas autorizaciones que otorga para la construcción de viviendas, pero sólo de un modo particular y no desde una perspectiva global del tema.





					Afirmó que, en conjunto, los Ministerios de Obras Públicas y de la Vivienda y Urbanismo, elaboraron la propuesta de modificación legal para restablecer, en las ciudades y en los centros poblados, la instalación de colectores para aguas lluvias que permitan el adecuado escurrimiento de las mismas.  Por otra parte, sostuvo que el Ministerio de Obras Públicas deberá desarrollar los planes maestros destinados a definir lo que constituye la red madre en materia de colectores y de drenajes.  Añadió que dicha red será alimentada por el conjunto de colectores que han de depender directamente del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo.





					Explicó que, en el artículo 3º del proyecto, se cambia la denominación de la “Dirección de Riego” por la de “Dirección de Obras Hidráulicas”, que será la que tendrá la competencia sobre la materia en comento.





					Planteó que, en el artículo 4º de la iniciativa, se establece la competencia del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, a saber:  “Realizar el estudio y proponer la dictación de las normas técnicas nacionales de infraestructura y de instalaciones domiciliarias de agua potable, alcantarillado, electricidad, gas, teléfonos, pavimentación de vías urbanas y evacuación de aguas lluvias a través de redes secundarias de colectores y drenaje que empalmen con la red madre de colectores y drenaje de aguas lluvias.  Asimismo, le corresponderá la proposición de normas de administración, explotación, conservación y mejoramiento de los servicios de agua potable y alcantarillado fiscales, municipales o particulares, así como realizar los estudios y proponer la dictación de las normas técnicas, de diseño, cálculo, construcción, estándares u otros aspectos sobre equipamiento comunitario;”





					Expresó que el proyecto en estudio es relativamente simple y reiteró que sólo viene a llenar un vacío que surgió en la legislación como resultado del establecimiento de las empresas de obras sanitarias.  Comentó, que en la ciudad de Santiago no existe ningún programa para el tratamiento de las aguas lluvias.





					Recordó que los últimos estudios realizados sobre la materia por la Dirección de Riego indican que, para estos efectos, se deben usar los canales de regadío, en el caso de que sean susceptibles de ser utilizados para el escurrimiento de las aguas lluvias.  Cabe comentar que la lógica de los canales de regadío es inversa a la lógica de los canales de escurrimiento de las aguas lluvias.  En el tratamiento de las aguas de regadío, el proceso comienza desde las bocatomas grandes y llega hasta las bocatomas más pequeñas, para terminar en los predios agrícolas.  En cambio, el tratamiento de las aguas lluvias se lleva a cabo absolutamente a la inversa, puesto que comienza por pequeñas cantidades de aguas lluvias hasta terminar en grandes cantidades.





					Informó que, de común acuerdo con los canalistas, se estudia la posibilidad de utilizar los canales de regadío, en el caso de que ello sea posible, como cauces de escurrimiento de aguas lluvias.





					Sostuvo que, en la ciudad de Santiago, hay una longitud de doscientos ochenta kilómetros de canales de regadío, parte de los cuales podrían ser empleados como cauces de escurrimiento de aguas lluvias.





					Finalmente, dio a conocer que, según estudios realizados, el costo del proyecto que permitiría tratar la totalidad de las aguas lluvias de la ciudad de Santiago, asciende a US$650.000.000 (seiscientos cincuenta millones de dólares).  Añadió que, en el presupuesto del Ministerio de Obras Públicas para 1995, se destinan $500.000.000 (quinientos millones de pesos) para iniciar los estudios, los cuales efectuará la Dirección General de Obras Públicas.








********








					El Ministro de la Vivienda y Urbanismo, señor Edmundo Hermosilla, afirmó que el proyecto reviste especial importancia, toda vez que el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo se encuentra trabajando en todos los aspectos relacionados con la infraestructura social, a fin de mejorar la calidad de vida de las familias de menores ingresos.  En este contexto, el tema de las aguas lluvias aparece como una problemática que, con seguridad, es una de las que más afecta la calidad de vida de las personas y de la infraestructura vial de las ciudades del país, en particular como consecuencia de las inundaciones invernales.





					Insistió en que, cuando se puso fin a las funciones que desarrollaba el Servicio Nacional de Obras Sanitarias y se inició la labor de las empresas privadas de obras sanitarias, desapareció la competencia sobre el tema de las aguas lluvias.  Algunos dictámenes de la Superintendencia de Servicios Sanitarios señalan, de modo tajante, que tal materia no es de competencia de las empresas de obras sanitarias.





					En ese contexto, el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, en conjunto con el de Obras Públicas, preparó el proyecto en análisis, a fin de darle una solución al problema planteado.  Para ello, obviamente, es necesario realizar las modificaciones legales que el Ejecutivo somete al conocimiento del Congreso Nacional.





					Por lo tanto, habida consideración de las características geográficas de Chile, más allá de ratificar a través de un proyecto de ley lo que pueda suceder en las zonas norte, centro o sur, es preciso establecer planes maestros de aguas lluvias en cada una de las ciudades del país.  El plan maestro será aprobado por la vía de un decreto supremo, de manera conjunta por los Ministerios de la Vivienda y Urbanismo y de Obras Públicas.  En el propio plan maestro, se indicarán cuáles serán las redes primarias y cuáles serán las redes secundarias.  Las redes primarias serán de competencia del Ministerio de Obras Públicas y las redes secundarias lo serán del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo.





					Planteó que el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, tal como lo indica el artículo 4º, velará para que las normas técnicas que se dicten respecto de la infraestructura, en el ámbito de su competencia, dentro de las ciudades, consideren la participación del sector privado en el financiamiento de las obras de inversión, específicamente por la vía de las nuevas obras inmobiliarias que se ejecuten.








					A su juicio, es menester avanzar en el desarrollo de la temática que contempla el proyecto.  Al desaparecer la capacidad profesional, los recursos y los estudios, se han desarticulado los conocimientos que el país tenía sobre el punto en estudio.  Así es como las soluciones que hoy en día aparecen como las más obvias son las de más elevado costo.








					Finalmente, puso de relieve que, en la actualidad, existe un elemento clave en el desarrollo ecológico de los países, el cual es la incorporación de las aguas lluvias en la recuperación de los acuíferos.  Ello es muy importante para Chile, ya que, al recuperarse los acuíferos, se puede contar con mayor abundancia de aguas, hasta el punto de que, se puede obtener más agua potable.  Por otro lado, está la utilización de los medios tradicionales, como la conducción de las aguas, que requiere de la construcción de miles de metros de acueductos cuyo destino es el mar, lo que tampoco parece aconsejable.








********








					El Superintendente de Obras Sanitarias, señor Eugenio Celedón, señaló que, hasta 1989, el tratamiento de las aguas lluvias era de competencia del Servicio Nacional de Obras Sanitarias (Sendos).  Con la nueva normativa sanitaria, se excluyó la disposición referente a las aguas lluvias.





					Por razones de orden profesional, desde 1950 hasta la fecha, conoce los problemas que se han suscitado sobre la materia en estudio, muchos de los cuales se han solucionado sólo cuando han hecho crisis.  Añadió que nunca ha existido una planificación sobre el tema de las aguas lluvias.





					Parece inoficioso preocuparse del financiamiento de las obras que atraerán aparejadas las aguas lluvias, puesto que no se conoce la magnitud del problema.  Añadió que, tan sólo en este año, la Superintendencia ha podido determinar cuánto cuesta solucionar, de modo integral, el problema de abastecimiento de agua potable, en los aspectos de producción y de distribución, así como también el que dice relación a la recolección y al tratamiento de las aguas servidas.





					Informó que “los alcantarillados de aguas lluvias unitarios” suman, en total, dos mil setenta y ocho kilómetros, en conformidad a las estadísticas proporcionadas por las diferentes empresas sanitarias.  Es claro que la conservación de ellos es de competencia de dichas empresas.  Añadió que, incluso para esas empresas, resultó difícil determinar cuáles alcantarillados son “unitarios” y cuáles son “separados”.  Existen quinientos un kilómetros de “alcantarillados separados”.  Por lo tanto, la carencia es bastante grande.  Sin embargo, lo importante no es señalar la carencia, sino decidir cómo solucionar el problema y en el menor tiempo posible.





					Planteó que hoy en día, habida consideración de lo que recaudaron las empresas sanitarias durante 1993, se necesitaría tan sólo un trece por ciento para seguir manteniendo el ciento por ciento de la cobertura de agua potable y de alcantarillado.  Entonces, en lo personal, declaró no ser partidario de privatizar empresas, tanto más cuanto que éstas producen no sólo rentabilidad financiera, sino también social.





					Hizo hincapié en que las plantas de tratamiento de aguas servidas, en todo el país, tienen un costo de mil cuatrocientos millones de dólares.





					En la actualidad, la responsabilidad de la mantención de los sistemas de alcantarillado está radicada en los municipios y en el sector del servicio sanitario.





					Las empresas sanitarias han presentado los planes maestros a los que por mandato legal, están obligadas, a fin de revalidar la concesión que obtuvieron por la ley y por  haber sido, en junio de 1988, de hecho, prestadoras de servicios sanitarios,  Allí adquirieron la obligación de renovar su concesión sobre la base de presentar planes maestros que tienen un horizonte de más o menos veinte años.  Han tenido que cumplir una serie de exigencias, las cuales se encuentran establecidas en un decreto reglamentario, del año 1991, del Ministerio de Obras Públicas, en que se requiere satisfacer condiciones rigurosas.  Así, por ejemplo, se ha descubierto que las ciudades de Talca, Rancagua y Curicó, entre otras, no tienen sistema de alcantarillado.





					Existiendo, en el año 1982 el Servicio Nacional de Obras Sanitarias (Sendos) y teniendo dicho organismo la responsabilidad de la construcción de alcantarillado, se produjo una gran inundación en Santiago.  Como consecuencia de aquel desastre, el Sendos, en conjunto con una firma francesa, elaboró un catastro de los colectores de aguas servidas existentes en el Gran Santiago.  Sin embargo, es preciso señalar, que hasta esa fecha, la ciudad de Santiago no contaba con la cantidad de calles pavimentadas que existen en la actualidad, con la consiguiente mayor capacidad de absorción de los suelos.  Además, era posible utilizar, sin complicaciones, como cursos de escurrimiento, los cauces existentes.  Por lo tanto, el problema va en aumento.  Así es como, si hoy día se utilizare el río Mapocho como vía de escurrimiento, sin duda se saldría de su cauce a la altura del puente que existe en la avenida Pedro de Valdivia Norte.





					Por lo tanto, el objetivo del proyecto es salvar un vacío legal, habida cuenta del problema existente, y, del mismo modo, asegurar que sean los Ministerios de Obras Públicas y de la Vivienda y Urbanismo los entes encargados de manejar la situación.  El plan maestro estará a cargo del Ministerio de Obras Públicas y las redes secundarias, a cargo del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo.





					Existe una coordinación entre el Ministerio de Obras Públicas y el sector privado, en particular con la Asociación de Canalistas del río Maipo.  Es necesario determinar cuál es la magnitud de los diferentes cauces de aguas lluvias.  Existe una serie de canales que se encuentran enterrados, que están perfectamente identificados por los canalistas del Maipo y que hoy día son los evacuadores de las aguas lluvias.  Hay también un ofrecimiento para que la capacidad del canal San Carlos, que al presente puede evacuar 40 metros cúbicos por segundo, pueda ser ampliada y sirva como vía de escurrimiento.





					Elaborar proyectos sobre la base de no conocer la realidad ni la magnitud del problema, es algo precipitado.





					Por último, señala que, en lo referente a los alcantarillados del sistema unitario, existe una circular de la Superintendencia de Obras Sanitarias, del año 1992, dirigida a las empresas sanitarias, en la que les indica que en lo que respecta a tales sistemas de alcantarillado, son ellas las responsables de su operación y mantención.  Por ende, esas empresas deben adoptar todas las medidas necesarias para que las aguas lluvias no provoquen mayores inconvenientes a la población.








********





					Después de escuchados los antecedentes anteriores y de la discusión en general habida en el seno de vuestra Comisión, existió en ella unanimidad para legislar sobre la materia.








VIII.  DISCUSION Y VOTACION EN PARTICULAR DEL 	PROYECTO.








					ARTÍCULO 1º.





					Señala que el Estado velará para que, en las ciudades y en los centros poblados, existan colectores de aguas lluvias, que permitan su fácil escurrimiento e impidan, a su vez, el daño que ellas puedan causar a las personas, a las viviendas y a la infraestructura urbana.





					Su inciso segundo indica que la planificación, estudio, proyección, construcción, reparación, mantención y mejoramiento de la red madre de colectores y drenaje de aguas lluvias corresponderá al Ministerio de Obras Públicas.  Dispone que iguales funciones le corresponderá efectuar al Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, en relación con la red secundaria de colectores y drenaje de aguas lluvias.





					El Diputado señor García, don René, formuló una indicación para sustituir, en el inciso primero, la preposición “y” por una coma (,) e intercalar entre las palabras “ciudades” y “centros poblados”, la expresión “zonas rurales”.





					El Diputado señor Taladriz, don Juan Enrique, formuló una indicación para agregar, en el inciso primero, entre las palabras “Estado” y “velará”, la siguiente locución: “a través de los Gobiernos Regionales y de las Municipalidades”.





					El Diputado señor Longueira, don Pablo, formuló una indicación para sustituir, en el inciso primero, la frase “El Estado velará por que en las ciudades y centros poblados existan colectores de aguas lluvias que permitan” por la siguiente: “Será de responsabilidad del Estado la existencia de colectores de aguas lluvias en las ciudades y centros poblados que permitan”.





					- Puestas en votación separadamente, cada una de las tres indicaciones fueron rechazadas por tres votos a favor y cuatro en contra.





					- Puesto en votación, el artículo 1º fue aprobado por cuatro votos a favor y tres en contra.








					ARTICULO 2º.





					Esta disposición establece que, para los efectos señalados en el artículo 1º, el Ministerio de Obras Públicas desarrollará planes maestros, en los cuales se definirá lo que constituye la red madre de colectores y drenaje.  Indica, además, que dichos planes serán aprobados por decreto supremo firmado por los Ministros de Obras Públicas y de la Vivienda y Urbanismo.





					El inciso segundo dispone que las redes restantes, constituirán, por exclusión, las redes secundarias de colectores y drenaje de aguas lluvias.





					- Puesto en votación, el artículo 2º fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.








					ARTICULO 3º.





					Esta norma modifica el decreto supremo Nº 294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840, Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, y del decreto con fuerza de ley Nº 206, ley de Caminos, en la siguiente forma:





					1. En el artículo 12 y en todos los artículos en que aparezcan las palabras “Dirección de Riego”, se sustituirán por los vocablos “Dirección de Obras Hidráulicas”.





					2. En el artículo 13, se intercala una letra m) nueva, pasando las actuales letras m) y n) a ser letras n) y o), respectivamente.  Esta letra m) es la que le da atribución al Ministerio de Obras Públicas para disponer “la planificación, estudio, proyección, construcción, reparación, conservación y mejoramiento de la red madre de colectores y drenaje de aguas lluvias, hasta su evacuación en cauces naturales”.


					- Puesto en votación el artículo 3º fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.





					ARTICULO 4º.





					Por medio de este artículo, se sustituye la letra g) del artículo 12 del decreto ley Nº 1.305, de 1975, que reestructuró y regionalizó el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo.





					La nueva letra g) dispone que a ese Ministerio le corresponderá realizar el estudio y proponer la dictación de las normas técnicas nacionales de infraestructura y de instalaciones domiciliarias de agua potable, alcantarillado, electricidad, gas, teléfonos, pavimentación de vías urbanas y evacuación de aguas lluvias a través de redes secundarias de colectores y drenaje que empalmen con la red madre de colectores y drenaje de aguas lluvias.  Indica que, además, le corresponderá la proposición de normas de administración, explotación, conservación y mejoramiento de los servicios de agua potable y de alcantarillado fiscales, municipales o particulares, así como realizar los estudios y proponer la dictación de las normas técnicas de diseño, cálculo, construcción, estándares u otros aspectos sobre equipamiento comunitario.

















IX.  TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISION.








					En mérito de las consideraciones anteriores y por las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor Diputado Informante, vuestra Comisión os propone que aprobéis el siguiente








P R O Y E C T O   D E   L E Y.








					Artículo 1º.  El Estado velará por que en las ciudades y en los centros poblados existan colectores de aguas lluvias que permitan su fácil escurrimiento e impidan el daño que ellas puedan causar a las personas, a las viviendas y, en general, a la infraestructura urbana.





					La planificación, estudio, proyección, construcción, reparación, mantención y mejoramiento de la red madre de colectores y drenaje de aguas lluvias corresponderá al Ministerio de Obras Públicas.  Iguales funciones, en relación con la red secundaria de colectores y drenaje de aguas lluvias, corresponderán al Ministerio de la Vivienda y Urbanismo.





					Artículo 2º.  Para los efectos señalados en el artículo anterior, el Ministerio de Obras Públicas desarrollará planes maestros, en los cuales se definirá lo que constituye la red madre de colectores y drenaje.  Dichos planes serán aprobados por decreto supremo firmado por los Ministerios de Obras Públicas y de la Vivienda y Urbanismo.





					El resto de las redes, no contempladas dentro de la definición de red madre, constituirán, por exclusión, la red secundaria de colectores y drenaje de aguas lluvias.





					Artículo 3º.  Modifícase el decreto supremo Nº 294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840, Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, y del decreto con fuerza de ley Nº 206, ley de Caminos, en la siguiente forma:





					1.  Sustitúyese, en su artículo 12 y en todos aquellos artículos en que aparecieren las palabras “Dirección de Riego” por “Dirección de Obras Hidráulicas”, y





					2. Intercálase, en su artículo 13, la siguiente letra m), nueva, pasando las actuales letras m) y n) a ser letras n) y o), respectivamente:





					“m) La planificación, estudio, proyección, construcción, reparación, conservación y mejoramiento de las obras de la red madre de colectores y drenaje de aguas lluvias, hasta su evacuación en cauces naturales.”








					Artículo 4º. Sustitúyese la letra g) del artículo 12 del decreto ley Nº 1.305, de 1975, que reestructuró y regionalizó el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, por la siguiente:








					“g) Realizar el estudio y proponer la dictación de las normas técnicas nacionales de infraestructura y de instalaciones domiciliarias de agua potable, alcantarillado, electricidad, gas, teléfonos, pavimentación de vías urbanas y evacuación de aguas lluvias a través de redes secundarias de colectores y drenaje que empalmen con la red madre de colectores y drenaje de aguas lluvias.  Asimismo, le corresponderá la proposición de normas de administración, explotación, conservación y mejoramiento de los servicios de agua potable y alcantarillado fiscales, municipales o particulares, así como realizar los estudios y proponer la dictación de las normas técnicas, de diseño, cálculo, construcción, estándares u otros aspectos sobre equipamiento comunitario;”.








					Se designó Diputado Informante al señor FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ.








					SALA DE LA COMISION, a 21 de diciembre de 1994.









































					Acordado en sesiones de fechas 23 de noviembre y 14 de diciembre de 1994, con asistencia de los Diputados señores Jara, don Octavio (Presidente); Ascencio, don Gabriel; Encina, don Francisco; García, don René; Hurtado, don José María; Longueira, don Pablo; Ortiz, don José Miguel; Pérez, don Víctor; Sabag, don Hosain; Salas, don Edmundo; Taladriz, don Juan Enrique, y Tohá, don Isidoro.



































			          PATRICIO ALVAREZ VALENZUELA,


					    Secretario de la Comisión.
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